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San Juan de Pasto, 07 de Junio de 2016.  
 
 
Doctor 
LUIS EDUARDO MUÑOZ PARRA  
C.C No. 12.964.758 de Pasto (N) 
Carrera 30 A No. 10 – 25  
Ciudad 
 
Referencia : NOTIFICACION POR AVISO  
 
EXP               : PSSC 134 – 10 MOVILIZACIÓN ILÍCITA DE PRODUCTOS 
                FORESTALES 
 
Teniendo en cuenta que se desconoce su lugar de residencia, y que en reiteradas 
oportunidades se intento ubicarlo, sin que se haya logrado el objetivo. Para su 
conocimiento y fines pertinentes, nos permitimos notificarlo por aviso de la Resolución No. 
090 del 11 de Febrero de 2016, por medio de la cual se impone una sanción, acto 
administrativo expedido por la Dra. TERESA ENRIQUEZ ROSERO, en calidad de Jefe 
Oficina Jurídica de CORPONARIÑO.  
 
Lo anterior en cumplimiento del articulo 69 de la Ley 1437 del 2011, Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, resaltando que contra el 
acto administrativo que se notifica mediante aviso proceden los recursos de Reposición y 
en subsidio el de Apelación, los que deberán interponerse dentro de los diez (10) días 
siguientes a la notificación del presente ante la Jefe de la Oficina Jurídica y ante el 
Director General de CORPONARIÑO.  
 
La notificación del presente acto administrativo se considerara surtido al finalizar el día 
siguiente al retiro del aviso. Anotando que el mismo se encuentra publicado en la pagina 
Web, www.corponarino.gov.co  
 
 
FECHA DE FIJACION: 10 de Junio de 2016 HORA: 08:00 A.m. 
 
FECHA DE DESFIJACION: 16 de Junio de 2016 HORA: 06:00 P.m. 
 
 

(Original con firma) 
TERESA ENRIQUEZ ROSERO 

Jefe Oficina Jurídica. 
Proyectó: Claudia A. 
 
 
 
 
 

 

Expediente No. PS – SC – 134 - 10 
Decomiso Productos Forestales 
Municipio de Pasto.- 
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RESOLUCION No. 090 
 

Por medio de la cual se impone una Sanción 
 
LA JEFE DE LA OFICINA JURIDICA DE LA CORPORACION AUTONOMA REGIONAL 

DE NARIÑO “CORPONARIÑO”, EN USO DE SUS FACULTADES LEGALES Y 
ESTATUTARIAS Y EN ESPECIAL EN CUMPLIMIENTO DE LA LEY  99 DE 1993, LEY 

1333 DE 2009, RESOLUCION 504 DEL 29 DE JUNIO DE 2011, CODIGO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y CONSIDERANDO 

 
Que de conformidad con el artículo 31 de la Ley 99 de 1993, corresponde a las 
autoridades ambientales regionales, entre otras, ejercer la función de máxima autoridad 
ambiental en el área de su jurisdicción, de acuerdo con las normas de carácter superior y 
conforme los criterios y directrices trazadas por el MADS, ejercer las funciones de 
evaluación, control y seguimiento ambiental de los usos del agua, el suelo, el aire y los 
demás recursos naturales renovables, así como imponer y ejecutar a prevención y sin 
perjuicio de las competencias atribuidas por la Ley  a otras autoridades, las medidas de 
policía y las sanciones previstas en la Ley, en caso de violación a las normas de 
protección ambiental y de manejo de recursos naturales renovables y exigir, con sujeción 
a las regulaciones pertinentes, la reparación de daños causados. 
 
El artículo 80 de la Constitución Política, establece que el “Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución”. 
 
El artículo 79 de la misma Carta consagra: “Todas las personas tienen derecho a gozar de 
un ambiente sano. La Ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectarlo. 
 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines”. 
 
La Ley 1333 de 2009, establece: 
 
“Artículo 1. Titularidad de la Potestad Sancionatoria en Materia Ambiental. El Estado 
es el titular de la potestad sancionatoria en materia ambiental y la ejerce, sin perjuicio de 
las competencias legales de otras autoridades, a través del Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial, las corporaciones autónomas regionales, las de 
desarrollo sostenible, las unidades ambientales de los grandes centros urbanos a que se 
refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 1993, los establecimientos públicos ambientales a 
que se refiere el artículo 13 de la Ley 768 de 2002 y la Unidad Administrativa Especial del 
Sistema de Parques Nacionales Naturales, UAESPNN, de conformidad con las 
competencias establecidas por la ley y los reglamentos” 
 
“Artículo 4°.- Funciones de la sanción y de las medidas preventivas en materia 
ambiental. Las sanciones administrativas en materia ambiental tienen una función 
preventiva, correctiva y compensatoria, para garantizar la efectividad de los principios y 
fines previstos en la Constitución, los tratados internacionales, la ley y el reglamento. 
 
Las medidas preventivas, por su parte, tienen como función prevenir, impedir o evitar la 
continuación de la ocurrencia de un hecho, la realización de una actividad o la existencia 
de una situación que atente contra el medio ambiente, los recursos naturales, el paisaje o 
la salud humana.” 
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“Artículo 18°.- Iniciación del procedimiento sancionatorio. El procedimiento 
sancionatorio se adelantará de oficio, a petición de parte o como consecuencia de 
haberse impuesto una medida preventiva; mediante acto administrativo motivado, que se 
notificará personalmente conforme a lo dispuesto en el Código Contencioso 
Administrativo, el cual dispondrá el inicio del procedimiento sancionatorio para verificar los 
hechos u omisiones constitutivas de infracción a las normas ambientales. En casos de 
flagrancia o confesión se procederá a recibir descargos.” 
  
“Artículo 27°.- Determinación de la responsabilidad y sanción. Dentro de los quince 
(15) días hábiles siguientes a la presentación de los descargos o al vencimiento del 
periodo probatorio, según el caso, mediante acto administrativo motivado, se declarará o 
no la responsabilidad del infractor por violación de la norma ambiental y se impondrán las 
sanciones a que haya lugar. 
 
Parágrafo. En el evento de hallarse probado alguno de los supuestos previstos en los 
artículos 8° y 22° de la presente ley con respecto a alguno o algunos de los presuntos 
infractores, mediante acto administrativo debidamente motivado se declarará a los 
presuntos infractores, según el caso, exonerados de toda responsabilidad y, de ser 
procedente, se ordenará el archivo del expediente”. 
 
“Artículo 31º.- Medidas compensatorias. La imposición de una sanción no exime al 
infractor del cumplimiento de las medidas que la autoridad ambiental competente estime 
pertinentes establecer para compensar y restaurar el daño o el impacto causado con la 
infracción. La sanción y las medidas compensatorias o de reparación deberán guardar 
una estricta proporcionalidad.” 
 
“Artículo 40°.- Sanciones. Las sanciones señaladas en este artículo se impondrán como 
principales o accesorias al responsable de la infracción ambiental. El Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las corporaciones autónomas regionales, las 
de desarrollo sostenible, las unidades ambientales de los grandes centros urbanos a los 
que se refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 1993, los establecimientos públicos que trata 
el artlculo13 de la Ley 768 de 2002 y la Unidad Administrativa Especial del Sistema de 
Parques Nacionales Naturales impondrán al infractor de las normas ambientales, de 
acuerdo con la gravedad de la infracción mediante resolución motivada, alguna o algunas 
de las siguientes sanciones: 
 
1. Multas diarias hasta por cinco mil (5000) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
2. Cierre temporal o definitivo del establecimiento, Edificación o servicio. 
3. Revocatoria o caducidad de licencia ambiental, autorización, concesión, permiso o 
registro.  
4. Demolición de obra a costa del infractor. 
5. Decomiso definitivo de especimenes, especies silvestres exóticas, productos y 
subproductos, elementos, medios o implementos utilizados para cometer la infracción. 
6. Restitución de especimenes de especies de fauna y flora silvestres. 
7. Trabajo comunitario según condiciones establecidas por la autoridad ambiental. 
 
Parágrafo 1°. La imposición de las sanciones aquí señaladas no exime al infractor de 
ejecutar las obras o acciones ordenadas por la autoridad ambiental competente, ni de 
restaurar el medio ambiente, los recursos naturales o el paisaje afectados. Estas 
sanciones se aplicarán sin perjuicio de las acciones civiles, penales y disciplinarias a que 
hubiere lugar.” 
 
El Decreto 3678 de 2010, establece: 
 
“Artículo 2°. Tipos de sanción. Las autoridades ambientales podrán imponer alguna o 
algunas de las siguientes sanciones de acuerdo con las características del infractor, el 
tipo de infracción y la gravedad de la misma:  
 
1. Multas diarias hasta por cinco mil (5.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes.  
2. Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio.  



 4 

3. Revocatoria o caducidad de licencia ambiental, autorización, concesión, permiso o 
registro.  
4. Demolición de obra a costa del infractor. 
5. Decomiso definitivo de especímenes, especies silvestres exóticas, productos y 
subproductos, elementos, medios o implementos utilizados para cometer la infracción.  
6. Restitución de especímenes de especies de fauna y flora silvestres. 
7. Trabajo comunitario según condiciones establecidas por la autoridad ambiental. 
  
Parágrafo 1°. El trabajo comunitario sólo podrá reemplazar la multa cuando, a juicio de la 
autoridad ambiental, la capacidad socioeconómica del infractor así lo amerite, pero podrá 
ser complementaria en todos los demás casos. 
 
Parágrafo 2°. La imposición de las sanciones no exime al infractor de ejecutar las obras o 
acciones ordenadas por la autoridad ambiental competente, ni de restaurar el medio 
ambiente, los recursos naturales o el paisaje afectados. Estas sanciones se aplicarán sin 
perjuicio de las acciones civiles, penales y disciplinarias a que hubiere lugar. 
 
Igualmente, la autoridad ambiental podrá exigirle al presunto infractor, durante el trámite 
del proceso sancionatorio, que tramite las licencias, permisos, concesiones y/o 
autorizaciones ambientales requeridos para el uso, aprovechamiento y/o afectación de los 
recursos naturales, cuando a ello hubiera lugar y sin que ello implique que su 
otorgamiento lo exima de responsabilidad. 
 
Parágrafo 3°. En cada proceso sancionatorio, la autoridad ambiental competente, 
únicamente podrá imponer una sanción principal, y si es del caso, hasta dos sanciones 
accesorias.” 

HECHOS Y ACTUACIONES 
 

Mediante Auto No. 0355 del 8 de octubre de 2010, se legalizó la medida preventiva 
consistente en la aprehensión de 150 guaduas incautadas por la Policía Nacional el día 5 
de octubre de 2010 en el municipio de Pasto al señor APOLINAR AGREDA MAVISOY, 
persona mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 5.350.475 expedida 
en Sibundoy, residente en la vereda Bellavista del municipio de Sibundoy Putumayo. (fls. 
4-5) 
 
A través del Auto No. 356 del 8 de octubre de 2010, se inició investigación administrativa 
sancionatoria ambiental en contra del prenombrado señor APOLINAR AGREDA 
MAVISOY, identificado con la cédula de ciudadanía No. 5.350.475 de Sibundoy, con el fin 
de verificar los hechos motivo de infracción ambiental. (fls. 6-7). La decisión se notificó 
personalmente, el día 12 de noviembre de 2010, ante la Personería municipal de 
Sobundoy. (fl. 20) 
 
El día 10 de abril de 2014, éste despacho procedió a formular cargos, mediante Auto No. 
172, en contra del investigado. La decisión se notificó personalmente el día 6 de mayo de 
2014. (fl. 42). 
 
Posteriormente, se vinculó a la investigación administrativa sancionatoria ambiental a la 
señora LYDA MIREYA ARCINIEGAS SOSSA, través del auto No. 338 del 24 de junio de 
2014. (fls. 44-45), el cual se notificó de manera personal el día 6 de agosto de 2014. (fl. 
46). 
 
A través del Auto No. 449 del 10 de septiembre de 2014, se formuló cargos en contra de 
la señora LYDA MIREYA ARCINIEGAS SOSSA, quien fue vinculada al procedimiento. 
(fls. 50-52). 
 

CARGOS IMPUTADOS 
 

Violación al Decreto 1791 de 1996, artículo 74, el cual exige que todo producto forestal 
primario o de la flora silvestre, que entre, salga o se movilice en el territorio nacional, debe 
contar con una autorización otorgada por la autoridad ambiental competente. En este 
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evento el señor APOLINAR AGREDA MAVISOY ha violado esta normatividad ya que ha 
realizado labores de movilización forestal ilícita sin salvoconducto único Nacional para la 
movilización de Especímenes de la Diversidad Biológica, teniendo en cuenta que el 
salvoconducto presentado tiene vigencia desde el día 21 de mayo de 2010 hasta el 24 de 
mayo del mismo año, y el decomiso se realizó el día 5 de octubre de 2010, lo que indica 
que dicho documento ya se encontraba vencido, la ruta de desplazamiento del 
salvoconducto era entre los Municipios de Ricaurte, Mallama, Túquerres, El Pedregal y 
Pasto (N), y la presente incautación se efectuó en la vía Pasto – Sibundoy (P) 
evidenciando que se cambió de ruta, y por último como su titular figura el señor Luis 
García,  nombre que no coincide con los el transportador de dichos productos forestales. 
 
Violación de la resolución No. 0438 del 2001, expedida por el entonces Ministerio de 
Medio Ambiente establece que el Salvoconducto Único Nacional para la movilización de 
especímenes de la diversidad biológica, es el documento expedido por la autoridad 
ambiental competente a fin de autorizar el transporte de los especímenes de la diversidad 
biológica en el entorno nacional. 
 
Verificados los hechos y con fundamento en las pruebas que reposan en el expediente y 
que se describieron en párrafos anteriores, se observa que existe mérito para continuar 
con la investigación. 
 

DE LAS PRUEBAS 
 

Obran en el expediente respectivo, los siguientes elementos probatorios: 
 
Oficio del 5 de octubre de 2010, suscrito por el Patrullero integrante del Grupo unir 48 
encano, donde informa: 
 
“…Comedidamente me permito dejar a disposición de esa entidad la siguiente flora así: 
 
150 unidades por 06 metros de largo c/u de flora GUADUA NATURAL 
 
La cual fue incautada el día 05.10.10, a eso de las 06:45 horas, en la vía pasto sibundoy, 
kilómetro 06+500, sector estación de servicio, la cual era transportada en el vehículo tipo 
camión, marca DODGE, color VERDE, modelo 1979,  motor 3GZGM260147851, chasis 
DT954808, de placa NCE-475, afiliado a la empresa TRANSORIENTE conducido por 
APOLINARIO AGREDA MAVISOY, cedula 5.350.475 de sibundoy, edad 53 años, estado 
civil CASADO, escolaridad 11º, profesión CONDUCTOR, natural SIBUNDOY y residente 
en VEREDA BELLAVISTA, teléfono 3133404644 sin más datos. 
 
MOTIVO DE INCAUTACION: no portar la guía de movilización…” (fl. 1). 
 
Visible a folio 2 se encuentra el acta del 5 de octubre de 2010, suscrita por el investigado 
y un integrante de la policía nacional, donde consta que se incautó guadua natural de 150 
x 6 cm, siendo el motivo de la incautación, el no portar la guía de movilización. 
 
El memorando No. 1031 del 6 de octubre de 2010 suscrito por el Profesional 
Especializado de la Subdirección de conocimiento y Evaluación Ambiental de 
CORPONARIÑO donde informa: 
 
“…Por medio del presente remito a Ud. El expediente No. 198/2010 relacionado con el 
decomiso de 150 GUADUAS los cuales fueron decomisados por la policía nacional el día 
5 de Octubre / 2010, en el kilómetro 6 + 500 de la vía Pasto – Sibundoy al señor 
APOLINAR AGREDA MAVISOY identificado con cédula de ciudadanía No. 5.350.475 de 
Sibundoy (P) la incautación la efectuó la policía Nacional, por movilizar los productos 
forestales sin salvoconducto único Nacional Para la Movilización de Especímenes de la 
Diversidad Biológica, y no cuenta con permiso de aprovechamiento forestal. 
 
Los productos forestales son el total (150) guaduas y se encuentran en las instalaciones 
de Corponariño, lo cual se verificó conjuntamente con dos agentes de la policía 
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nacional…” (fl.3).  
 
Mediante oficio No. 5037 del 14 de octubre de 2010, la señora MIREYA ARCINIEGAS, 
identificada con la cédula de ciudadanía No. 27.473.148 de Sibundoy,  solicita: 
 
“…Comedidamente me permito solicitarle la devolución de 150 guaduas que fueron 
decomisadas el 5 de octubre del 2010 por un funcionario de su Institución, el decomiso se 
le hizo al Sr. Apolinario Agreda Macinzoy identificado con cédula de ciudadanía No. 
5350475 de Sibundoy (Putumayo) quien era el transportador. 
 
La factura está a mi nombre Mireya Arciniega identificada con cedula de ciudadanía No. 
27473148 de Sibundoy (Putumayo). Esta guadua será utilizada en la construcción de un 
invernadero. 
 
Adjunto: 
 

- Copia de la factura 
- Copia del decomiso 
- Salvoconducto…” (fl. 8). 

 
La factura No. 806 expedida de Maderas y Muebles Madrigal, a nombre de la señora 
MIREYA ARCINIEGAS, identificada con cédula de Ciudadanía No. 27473148 de 
Sibundoy (Putumayo) donde consta la compra de 150 guaduas por un costo total de 
$750.000, suscribe la factura el señor Néstor Narváez, quien recibe el material. (fl. 9). 
 
Obra en el expediente copia del Salvoconducto Único Nacional para la Movilización de 
Especímenes de la Diversidad Biológica No. 0977054. (fl. 11). 
 
Diligencia de versión Libre y Espontánea rendida por el señor APOLINAR AGREDA 
MAVISOY ante la Personería municipal de Sibundoy, el día 5 de octubre de 2010, en la 
cual manifestó: 
 
“…yo soy transportador, el carro en el que trabajo no es de mi propiedad, yo trabajo como 
conductor, a mí me pagan flete por transportar cualquier material que sea, sobre todo de 
construcción, ese día la policía de carreteras me pidió las facturas, las cuales yo las 
presenté, luego me pidió el salvoconducto, este documento yo no traía porque ellos no 
pedían en días anteriores, no lo estaban pidiendo, yo entiendo que cuando uno trae un 
viaje de $1.500 o $2.000 guaduas, entonces si piden salvoconducto, pero esta vez trtaía 
150 guaduas, yo anteriormente había pasado con 100 o 200 guaduas, siempre han 
pedido pero facturas no más, no han pedido salvoconducto. Además la policía de 
carreteras es conocedora de cuando uno trae salvoconducto desde Tumaco, lugar de 
donde envían las guaduas. Cuando hay salvoconducto, los policías no lo piden, cuando 
saben que no hay salvoconducto entonces si lo piden…” 
 
“…Viajaba con el camión en horas del día, con el camión desencarpado, además como 
trabajador que soy tengo que cumplir con el transporte que sea porque soy padre de 
familia y tengo que cumplir con las obligaciones con mis hijos, ya que soy padre de seis 
hijos estudiantes…” 
 
“…Yo traje esa guadua, como esa guadua la decomisaron, el dueño de la guadua que es 
la señora Mireya Arciniegas, no me paga el flete por el motivo que me decomisaron ese 
material. El dueño del camión al hacer las cuentas del trabajo que yo he adelantado con 
él, le sale ese faltante, él dice que no tiene porque perder porque dice que eso es una ley 
de gobierno, y que yo tengo que cobrar el flete que me debe doña Mireya o perder yo. 
Eso dice el dueño. No más…” (fls. 21-22). 
 
El oficio S-2012-002659/SIJIN GIDES 73.19 del 19 de abril de 2012, suscrito por el Jefe 
de la Unidad Investigativa de Delitos Contra el Medio Ambiente y los Recursos Naturales, 
informó: 
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“…De manera atenta me permito dar respuesta a esa entidad al oficio del asunto, en la 
cual se solicita brindar información referente a situación socioeconómica de la señora 
MIREYA ARCINIEGAS, identificada con cédula de ciudadanía No. 27.473.148 sin mas 
datos. 
 
De lo anterior para el día 12 de abril del presente año se realizó solicitud de antecedentes 
y datos particulares de la persona en mención al grupo de Antecedentes de la Seccional 
de Investigación Criminal del Departamento de Nariño; en donde se brindó respuesta 
mediante oficio, en la que se revisó en la base de datos dando como resultado un 
segundo nombre y apellido así: LYDA MIREYA ARCINIEGAS SOSSA, no registra 
antecedentes sin más datos. 
 
Para el día 14 de abril del presente año se realizó verificación de antecedentes con la 
entidad Procuraduría General de la Nación de citada persona en donde no connota 
sanciones ni inhabilidades vigentes. 
 
Para el día 16 de abril del presente año se realizó solicitud de tarjeta de preparación a la 
entidad  Registraduría Delegada del Estado Civil, en donde se brinda respuesta mediante 
foto cédula de la señora LYDA MIREYA ARCINIEGAS SOSSA, identificada con cédula 
de ciudadanía No. 27.473.148 de Colon (Putumayo) en donde sobresale una dirección en 
el barrio Comercial de Sibundoy (Putumayo) y un abonado telefónico 4260372…” (fls. 30-
31). 
 
Adjunta el oficio S2012 002441/SIJIN-GIDES 24.59 del 12 de abril de 2012, suscrito por la 
investigadora del Grupo de Delitos contra el Medio Ambiente y Recursos Naturales, donde 
solicita a la Jefe de Grupo de Antecedentes de la Policía Nacional, información para la 
plena individualización de la señora Lyda Mireya Arciniegas Sossa. (fl. 32). 
 
Copia del certificado de antecedentes disciplinarios expedido por la Procuraduría General 
de la Nación, donde consta que la investigada no registra sanciones ni inhabilidades 
vigentes. (fl. 34). 
 
El oficio S2012 002499/SIJIN-GIDES 19.73 del 16 de abril de 2012, suscrito por el 
investigador del Grupo Estupefacientes SIJIN DENAR, donde se solicita a la registraduría 
Delegada del Estado Civil, la individualización de la investigada. (fl. 35). 
 
Copia de la tarjeta de preparación correspondiente a la señora LYDA MIREYA 
ARCINIEGAS SOSSA, expedida por la registraduría nacional del Estado Civil. (fl. 36). 
 
A folio 49 del expediente, reposa el acta de la diligencia de versión libre y espontánea 
rendida por la señora LYDA MIREYA ARCINIEGAS SOSSA, el día 6 de agosto de 2014, 
en las oficinas de la sede central de CORPONARIÑO, donde manifestó: 
 
“…El señor es un transportador de mercancía, en el 2010 a mí me dieron un suministro de 
invernaderos en el cual le di el dinero al señor APOLINAR para que me compre las 
guaduas y desconozco el lugar donde él las pudo comprar y cuáles eran los permisos, yo 
solo le di el dinero para que las compre y nunca el señor me dijo que se debían pedir 
permisos, desconozco los permisos para poder transportar no sé si quien debe tener 
permiso es el vendedor o el transportador del material…” 
 
“…Yo le di el dinero para que compre el material y eran esas guaduas y yo desconocía 
que se debía solicitar permiso el señor como transportador debe saber de los permisos 
necesarios para transportar material…” (fl. 49). 
 
Mediante Auto de Trámite No. 511 del 27 de noviembre de 2014, se decretó pruebas 
consistentes en: 
 

• Escuchar la declaración de los señores MILLER SIGUINDOY y LUIS LARA 
• Oficiar al establecimiento MADERAS Y MUEBLES MADRIGAL para que informe 
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sobre los permisos con que contaba la guadua que al parecer fue motivo de 
decomiso  

• Oficiar a la Subdirección de Conocimiento y Evaluación Ambiental a efectos de 
que emita concepto técnico donde se establezca si la guadua decomisada es 
producto primario de flora silvestre y si proviene de un cultivo nativo o de un cultivo 
en que operó el hombre para su producción, si se encuentra entre las clases de 
cultivos con fines comerciales y los tipos de permisos que requiere. 

• Ampliación de la versión libre y espontánea del señor APOLINARIO AGREDA 
MAVISOY. 

 
El concepto técnico emitido por la Subdirección de Conocimiento y Evaluación Ambiental 
de CORPONARIÑO conceptuó: 
 
“…La guadua (Bambusa angustifolia) es catalogada por el decreto 1791 de 1996 (Artículo 
62) como un producto del bosque no maderable y de igual forma se puede establecer 
como una plantación forestal con fines comerciales, de igual forma el decreto otorga 
autonomía a las Corporaciones Autónomas Regionales para su registro y 
aprovechamiento. 
 
En este sentido el permiso y/o autorización para realizar el aprovechamiento de esta 
especie se debe tramitar ante CORPONARIÑO y el único documento que permito la 
movilización de este material vegetal es el Salvoconducto Único Nacional para la 
Movilización de Especímenes de la Diversidad Biológica…” (fl.  66). 
 
En la diligencia de ampliación de versión libre y espontánea, el señor APOLINARIO 
AGREDA MAVISOY, dijo: 
 
“…Fueron compradas en maderas MADRIGAL, de la ciudad de Pasto Nariño, donde se 
adquirieron 150 guaduas…” 
 
“…si, si fue otorgada factura, la factura fue hecha a nombre de MIREYA ARCINIEGAS, 
porque ella es la que tenía que aparecer en ese contrato de suministro; la factura fue 
otorgada por MADERAS Y MUEBLES MADRIGAL, No. Factura 806 por valor de 
$750.000.oo, propietario el deposito NESTOR NARVAEZ ubicado en la calle 15 No. 9 – 
47 barrio Las Lunas, I etapa en Pasto Nariño; quien recibió el dinero y me entregó las 150 
guaduas en la bodega que es donde se carga. 
 
Allí se ubica una bodega de guadua y madera, aclaro que es un deposito…” (fl. 77). 
 
“…Contrato escrito no hay, todo fue verbal, el contrato consistía en el suministro de 150 
guaduas, que yo debía entregar en Sibundoy a la contratante y se me entregaba por 
adelantado el dinero pactado por el convenio y por eso la señora MIREYA, me entregó un 
dinero, y yo las compré pero no se pudo entregar las guaduas en Sibundoy porque las 
decomisó la Policía…” (fl. 78). 
 
“…Es un  depósito de guadua y madera, pero a la vez es establecimiento de comercio, 
porque allí compran y venden y la guadua y madera están de vista al público. 
PREGUNTADO: Sirvase manifestar si en Maderas y muebles MADRIGAL hay sembrados 
de guadua, si ese es un lugar de cultivo. CONTESTO. Ni modo porque es una ciudad. 
Creo que esa madera y guadua la traen de Tumaco, allí no hay cultivos de guadua ni de 
otra madera…” 
 
“…nunca antes me habían decomisado porque con la factura basta para transportarla y 
porque donde yo la compre no es lugar de cultivo o aprovechamiento…” 
 
“…Solicito respetuosamente que se me exonere de todos los cargos por los cuales rindo 
esta versión porque nunca mi intención es violar la ley, y lo que estaba realizando como 
era llevar la guadua desde Pasto a Sibundoy se y estoy seguro que es permitido porque 
para eso tenía la factura de compraventa como la presente ante CORPONARIÑO y con lo 
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cual demuestro que yo actué dentro de la ley…” (fl. 78). 
 
En declaración juramentada, el señor LUIS ALFONSO LARA GONZALEZ, informó: 
 
“…hasta el día del decomiso no sabía quién era el propietario de la guadua, no sé quién 
es el propietario, La señora Mireya, ella hace un contrato verbal de suministro de material, 
eso sucede con todos los materiales, zinc, ladrillo, ella les da el dinero para que le 
compren y les traigan los suministros que ellos les piden, en el caso de la guadua, ella le 
entrego el dinero, y el señor Apolinar no le ha entregado el material del suministro…” 
 
“…ella hace un contrato verbal de suministro, ella les entrega el dinero para que compren 
y le traigan las cosas a Sibundoy…” 
 
“…esa guadua la traían para utilizarla en  la construcción de la bodega de la señora 
MIREYA, y ella no la fue a comprar esa guadua, quien la compró fue el señor 
APOLINARIO, ni tampoco ella venía en el automotor que traía la guadua. En el momento 
del decomiso ella no estaba presente…” (fls. 80-82). 
 
En la declaración juramentada, rendida por el señor MILLER EDUARDO SIGINDIOY 
MAVISOY, ante la Personería municipal de Sibundoy, dijo lo siguiente: 
 
“PAREGUNTADO. Manifieste si conoce de vista y trato al señor POLINARIO AGREDA 
MAVISOY en caso afirmativo, hace cuánto tiempo y porque motivos lo conoce. 
CONTESTO: si lo distingo, si he tratado con el señor, a él lo distingo desde que entré a 
trabajar en la ferretería el constructor, el señor Apolinario es conductor de camión. 
PREGUNTADO. Manifieste si usted tiene conocimiento si entre la señora LIDA MIREYA 
ARCINIEGAS y el señor APOLINARIO AGREDA MAVISOY, existe algún tipo de contrato 
para la compra de Guadua. CONTESTO. No, no existe contrato escrito, la señora LIDA 
MIREYA le entregaba la plata al señor Apolinario y él le compraba la guadua y él le tenía 
que entregar la guadua en la bodega que estaban construyendo en Sibundoy. Ella no fue 
a Pasto a comprar la guadua, le hacía en encargo a don Apolinario…”  
 
“…Cuando decomisaron la guadua la señora LIDA MIREYA, se encontraba en Sibundoy, 
en su lugar de trabajo. No más…” (fl. 84). 
 
Se observa a folio 88, el oficio No. S-2015-006213 MEPAS-GUPAE-29.25, suscrito por 
parte del Jefe de Grupo Protección Ambiental y Ecológica MEPAS, donde informó: 
 
“…Teniendo en cuenta oficio Nro. 103-2005, expediente PSSC-134-10 Movilización ilícita 
de Productos Forestales, Respetuosamente me permito informar que se realizaron las 
acciones solicitadas en su oficio, se visitó el establecimiento de comercio Maderas y 
Muebles Madrigal, administrado por la señora Carmen Ofelia Narváez, identificada con la 
cédula Nro. 36.755.641 de Pasto, 33 años, estudios secundarios, unión libre, comerciante 
maderas, se le solicitó la información por la factura de venta Nro. 806 y los permisos que 
deben existir para la venta de especies de flora silvestre. 
 
A lo cual la mencionada manifestó no tener este recibo y desconoce que productos vendió 
y realizó esa factura, por lo cual no entregó más información. Se revisó la carpeta de 
salvo conductos encontrando varios salvoconductos, en diferentes fechas del año 2014 de 
entrada de guadua proveniente de Tumaco Nariño…” (fl.88). 
 

DESCARGOS 
 

La señora LIDA MIREYA ARCINIEGAS SOSSA, por medio de su apoderado, el doctor 
LUIS EDUARDO MUÑOZ PARRA, conforme con el poder debidamente otorgado ante la 
Notaría Primera de Pasto (fl. 61), presentó escrito de descargos donde inicialmente hace 
un recuento de los hechos, y manifestó: 
 
“…Solamente cuando se configuren el daño al medio ambiente por acción u omisión 
ocasionado al medio ambiente, este acto dará lugar a una sanción administrativa 
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ambiental no por contratar un suministro de guaduas que se adquiere legalmente en una 
comercializadora de Pasto, incluso ni siquiera por la señora MIREYA ARCINIEGAS, 
compra esta flora. 
 
Para este caso específico tenemos que se endilga a la señora MIREYA ARCINIEGAS el 
hecho de “ser propietaria” que es una CONDICIÓN frente a la guadua mas no es una 
acción o una omisión que infrinja lo dispuesto en el art 5 de la Ley 1333/2009. Esta 
supuesta condición de propietaria no está demostrada porque en el proceso se confiesa 
por las partes que existió un contrato de suministro de guadua mas no que la señora 
MIREYA ARCINIEGAS haya acudido a Pasto adquirido personalmente la flora incautada. 
 
La señora MIREYA ARCINIEGAS, no ha violentado ninguna disposición ambiental 
vigente, por lo tanto los cargos que hace su Despacho a la antes mencionada, no está 
acorde con la realidad verdadera puesto que lo que realmente sucedió y se pactó o 
acordó entre la señora MIREYA ARCINIEGAS y el señor APOLINAR AGREDA fue un 
contrato de suministro de una cantidad de guaduas. 
 
Nunca se endilga ACCION de transportar en contra de la señora MIREYA ARCINIEGAS, 
porque no fue a ella a quien se le incauta la flora aprehendida. 
 
Es fácil concluir en este evento concreto que la actividad que se endilga tanto al señora 
APOLINAR AGREDA MAVISOUY y la señora MIREYA ARCINIEGAS, está legalmente 
amparada y/o autorizada porque para transportar guadua de una comercializadora de 
Pasto hasta el municipio de Sibundoy se debe portar la remisión de movilización o 
salvoconducto, no siendo ello requisito sustancial nos deja como conclusión que en este 
evento existe una causal para el archivo de esta incautación porque la conducta 
investigada no es imputable a la señora Mireya Arciniegas. En caso de proseguirse con 
esta actuación en contra de la antes mencionada, se estaría actuando por vías de hecho, 
contrariando lo dispuesto en el art 74 del Decreto 1791/1996. 
 
Refuerza lo anterior otro factor cual es no haberse demostrado cual es la acción u omisión 
que se califique como infracción ambiental para presumir la culpa o dolo de la señora 
Mireya Arciniega y por ello tampoco se le puede estar trasladando la carga de la prueba 
para demostrar su inocencia, inocencia que se presume constitucionalmente y es al 
Estado a quien le corresponde desvirtuarla. 
 
Tampoco está probado en este asunto que existía un daño al medio ambiente, a los 
recursos naturales, al paisaje o la salud humana, porque la señora MIREYA 
ARCINIEGAS,  nunca atentó contra estos recursos. 
 
Dentro del plenario tampoco existen antecedentes del actuar endilgado a quien 
representó y con esta posición que se asume frente a los cargos no se está rehuyendo la 
responsabilidad ni tampoco se la está atribuyendo al contratista porque la realidad es de 
que en este caso, entre los señores MIREYA ARCINIEGAS Y APOLINAR AGREDA 
MAVISOY, existió un contrato de suministro de guadua y no más. 
 
Nunca se menciona en este asunto que se esté atentando contra los recursos naturales 
forestales ubicados en áreas protegidas o declarados en alguna categoría de amenaza o 
en peligro de extinción o sobre los cuales existe veda, restricción o prohibición. No se 
arrima prueba de que la guadua esté dentro de estas categorías o que el kilómetro 6+200 
metros es un área de especial importancia ecológica. 
 
Igual en este asunto no se procedió al avalúo de la especie incautada, el cual se debe 
determinar por sus funciones en el ecosistema, por sus características particulares y por 
el grado de amenaza a que esté sometida o si se trata de una especie amenazada. 
 
Se encuentra en el asunto un oficio fechado 13.10.2010 dirigido a CORPONARIÑO 
documento donde aparece el nombre de MIREYA ARCINIEGAS, firma que no 
corresponde a la que utiliza en todos su actos públicos como privados la señora LIDA 
MIREYA ARCINIEGAS SOSSA.  
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Al mentado oficio se allegan las copias de una factura, un salvoconducto y del decomiso 
de guadua. 
Como un adelanto por el contrato de suministro se le entrega al contratista una suma de 
dinero como adelanto y el saldo se pactó a entregar cuando se reciba conforme el 
material solicitado el lugar requerido y como el señor APOLINAR AGREDA,  nunca 
cumplió con lo acordado, no se le ha pagado el saldo, situación que está corroborada en 
la versión del transportador. 
 
Otro aspecto a tener presente en este asunto es que la señora Mireya Arciniegas, nunca 
acudió a comprar la guadua al establecimiento de comercio que figura en la factura de 
venta y ello se demostrará con las declaraciones de los señores MILLER SIGUINDIOY y 
LUIS LARA quienes residen en Sibundoy y pueden ser localizados en el barrio Comercial 
y en la vereda San Félix. 
 
Su despacho como autoridad ambiental competente está facultado para realizar todo tipo 
de diligencias administrativas como visitas técnicas, toma de muestras, exámenes de 
laboratorio, determinar con certeza los hechos constitutivos de infracción y completar los 
elementos probatorios y ante ello se solicitará un experticio técnico. 
 
Reitero que en el presente caso no existe mérito para continuar con la investigación, 
porque está determinada la acción u omisión que atente contra la normatividad ambiental 
o causante del daño ambiental y sea producto de la acción u omisión de la señora 
MIREYA ARCINIEGAS. 
 
Adolece el acto administrativo de formulación de pliego de cargos del deber de tener 
expresamente consagradas las acciones u omisiones que constituyen la infracción e 
individualizadas las normas ambientales que se estiman violadas o el daño causado…” 
(fls. 57-60). 
 
Solicita la práctica de pruebas testimoniales  de los señores MILLER SIGUINDIOY y LUIS 
LARA, ampliación de la versión libre del señor APOLINAR AGREDA, que se solicite al 
establecimiento de comercio MADERAS Y MUEBLES MADRIGAL, que certifique si la 
venta de guaduas se realizó con los permisos correspondientes, solicita experticio técnico 
para determinar el tipo de material forestal incautado. 
 
El señor APOLINARIO AGREDA MAVISOY, en su condición de investigado, frente al 
auto No. 172 del 10 de abril de 2014 por medio del cual se formuló cargos, presentó 
escrito de descargos donde manifestó: 
 
“…Que en el expediente No. 198/2010, me decomisaron 150 GUADUAS, las cuales 
fueron decomisadas por la POLICIA NACIONAL el día 05 del mes de Octubre de 2010, 
en el kilómetro 6+500 de la Vía Pasto – Sibundoy, las cuales puedo manifestar que yo NO 
hera (sic) el propietario de las GUADUAS, sino únicamente el CONDUCTOR DEL 
VEHICULO, Camión Marca DODGE, de color verde, modelo 1979 de placas NCE-475, 
afiliado a la empresa TRANSORIENTE, aclarando que el propietario de la GUADUA hera 
el Señor: MIREYA ARCINIEGAS residente en el Municipio de SIBUNDOY Pyo, calle 
comercio, por lo tanto:  
 
SOLICITO 
 
a.- Muy comedidamente solicito el favor de ordenar a quien corresponda se me 
EXONERE de toda culpa por lo anteriormente manifestado…” (fl. 43). 
 

CONSIDERACIONES DE CORPONARIÑO 
 

Una vez evaluado el acervo probatorio que obra en el expediente, se encuentra que se 
efectuó el decomiso de 150 GUADUAS en el kilómetro 6+500 de la vía Pasto Sibundoy, 
con motivo de que los productos eran transportados sin salvoconducto Único Nacional de 
Movilización que ampare los productos forestales decomisados. Obra en el expediente, 



 12

copia del salvoconducto No. 0977054 con fechas de vigencia, del 21 de mayo de 2010 al 
24 de mayo de 2010, expedido a nombre del señor LUIS GARCIA, con cédula de 
ciudadanía No. 5.203.607, el cual establece la ruta de desplazamiento así: Ricaurte, 
Mallama, Túquerres, Pedregal, Pasto. Como se observa, ni las fechas, ni el titular, ni la 
ruta coincide con el material incautado, en tanto los hechos ocurrieron el día 5 de octubre 
de 2010 en kilómetro 6+500 de la vía Pasto – Sibundoy. 
 
En su escrito de descargos, el señor APOLINAR, en su condición de investigado, 
manifiesta que solamente efectuó el transporte del material forestal, habida cuenta que la 
propietaria es la señora Mireya, mientras que él, únicamente es el conductor del vehículo 
en el cual se movilizaba el material forestal. 
 
La versión, se reitera en los descargos presentados por parte de la señora MIREYA 
ARCINIEGAS, quien manifiesta que celebró un contrato de suministro con el señor 
APOLINAR quien debía suministrarle el material forestal en el departamento del 
Putumayo, para lo cual le dio un anticipo en dinero, pero ante el incumplimiento de la 
entrega por parte del transportador, la señora Mireya, no ha cancelado el resto del dinero, 
tal como consta en la declaración del señor Apolinar. 
 
Tal como lo manifiesta el apoderado de la investigada, la señora MIREYA, el ser 
propietaria de la madera es una condición, mas no una omisión u acción que constituya 
infracción ambiental, puesto que como lo señalan las versiones recaudadas, la 
prenombrada señora celebró un contrato verbal de suministro con el señor APOLINAR, 
quien efectuó la compra del material forestal y procedió a transportarlo hasta el sitio de 
entrega, sin ningún tipo de permiso de la autoridad ambiental. 
 
El apoderado de la investigada, señora Mireya, informa además en el escrito de 
descargos, que el documento de fecha 13 de octubre de 2010, donde solicita la 
devolución del material forestal decomisado y suscrito por la investigada, no corresponde 
con la realidad, en tanto la firma que aparece en el documento es distinta a la que utiliza 
la señora Arciniegas en sus actos públicos y privados,  motivo por el cual, no será 
valorada como prueba en la decisión que nos ocupa, al ser tachada por la investigada. 
 
Como bien lo manifiesta la señora Arciniegas en su escrito de descargos, la actividad de 
transporte de material forestal, está condicionada a la obtención previa del salvoconducto 
único nacional de movilización de flora silvestre, motivo por el cual se tiene claridad en 
que efectivamente ocurrió una infracción ambiental, la cual es atribuible al señor 
APOLINAR AGREDA, quien efectuó el transporte de las guaduas motivo del decomiso 
que hoy nos ocupa, tal como lo reconoció él mismo en la diligencia de versión libre y 
espontánea. 
 
De conformidad con las pruebas que obran en el expediente, se concluye que 
efectivamente se evidenció, en flagrancia el transporte de 150 guaduas sin salvoconducto 
único nacional de movilización, las cuales fueron decomisadas en la vía que conduce del 
municipio de Pasto al departamento del Putumayo. 
 
En cuanto a la responsabilidad, el señor APOLINAR AGREDA ha reconocido que 
efectivamente efectuó la compra del material forestal, como consecuencia de un acuerdo 
verbal con la señora MIREYA ARCINIEGAS, donde él se comprometía a suministrarle las 
guaduas. 
 
Todo producto forestal primario o de la flora silvestre, que entre, salga o se movilice en el 
territorio nacional, debe contar con un salvoconducto que ampare su movilización desde 
el lugar de aprovechamiento hasta los sitios de transformación, industrialización o 
comercialización, o desde el puerto de ingreso al país, hasta su destino final. 
Estableciendo así la obligación específica para el transporte de material forestal, 
obligación que no ha sido atendida por parte del investigado, motivo por el cual se 
adelantó el proceso administrativo sancionatorio ambiental que nos ocupa. 
 
Dado que para el transporte o la movilización de productos forestales se debe contar con 
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la respectiva autorización otorgada por la autoridad ambiental competente en legal y 
debida forma, considera éste Despacho, que le asiste responsabilidad a quienes efectúan 
el transporte de los productos forestales, porque la norma es específica y clara al señalar 
que la acción de transportar la madera, requiere la obtención del salvoconducto, y quien 
efectúe la movilización debe portar el mencionado documento, acción atribuible 
únicamente al señor AGREDA, quien ejerció la labor de conductor del vehículo donde 
transportó el material forestal motivo de la infracción ambiental. 
 
En cuanto a las diligencias testimoniales, solicitadas por la investigada, se encuentra que 
el señor LUIS ALFONSO LARA GONZALEZ manifiesta que no se conoce quién es el 
propietario del material incautado, pero que le consta la existencia de un contrato verbal 
para el suministro de guadua, entre los investigados, siendo esta una práctica 
acostumbrada a la hora de adquirir insumos. 
 
El señor MILLER EDUARDO SIGINDIOY MAVISOY, afirma que no existe contrato escrito 
entre la señora Arciniegas y el Señor Agreda, pero afirma que la prenombrada señora 
Arciniegas le entregó dinero a don Apolinario Agreda, quien se comprometió a comprar 
guadua y entregarla en una bodega ubicada en Sibundoy, Putumayo. 
 
Según el informe procedente de la Policía Nacional No. S 2015 006213 del 8 de abril de 
2015, la señora CARMEN OFELIA NARVAEZ, identificada con la cédula de ciudadanía 
No. 36.755.641 de Pasto, propietaria del establecimiento de comercio “Maderas y 
Muebles Madrigal” quien informó a la Policía que en sus archivos no cuenta con la 
factura original No. 806, copia de la cual se allegó al expediente y que desconoce sobre 
los productos que vendió y sobre la procedencia de éste documento. 
 
En conclusión, se encuentra plenamente probado que se realizó el transporte de guadua 
sin salvoconducto único nacional de movilización, infracción atribuible al señor 
APOLINAR AGREDA, quien en su condición de transportador efectuó la movilización del 
material forestal sin los requisitos legales necesarios, tal como lo demuestran las pruebas 
que obran en el expediente, situación que ha sido reconocida por el mismo investigado en 
su versión libre. En cuanto a la señora MIREYA ARCINIEGAS, considera la Corporación 
que efectivamente le asiste razón, en tanto la condición de propietaria de la madera no 
configura una infracción ambiental, propiedad que tampoco se ha demostrado toda vez 
que tanto los testimonios como la versión del señor AGREDA coinciden en afirmar que 
fue el quien compro la madera con el fin de suministrarla a la señora Mireya, siendo el 
sitio de entrega el municipio de Sibundoy Putumayo. 
 
Conforme con las pruebas recaudadas, se procederá a imponer sanción al señor 
AGREDA, en tanto se encuentra comprobada y configurada la infracción ambiental, de 
igual manera se procederá a exonerar de toda responsabilidad a la señora MIREYA, 
puesto que no le asiste responsabilidad en la movilización del material forestal.  
 

CULPABILIDAD Y CALIFICACION DE LA FALTA 
 
Teniendo en cuenta los hechos y la aprehensión en flagrancia la conducta se presume 
dolosa conforme lo establece el parágrafo del artículo 1º de la Ley 1333 de 2009 así: 
 

“Parágrafo. En materia ambiental, se presume la culpa o el dolo del infractor, lo 
cual dará lugar a las medidas preventivas. El infractor será sancionado 
definitivamente si no desvirtúa la presunción de culpa o dolo para lo cual tendrá la 
carga de la prueba y podrá utilizar todos los medios probatorios legales.” 

  
La conducta se considera a título de DOLO, puesto que el investigado en su condición de 
transportador, se presume que tiene el conocimiento pleno del ejercicio de su profesión y 
que cuenta con la claridad de que la única autoridad ambiental competente para autorizar 
la movilización de productos forestales es CORPONARIÑO, y como consecuencia es de 
concluir que conociendo los requisitos para el transporte de este tipo de material, 
encaminó su actuar hacia la ilicitud. 
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La falta como Grave, teniendo en cuenta que se realizó el transporte de material forestal 
sin ningún tipo de autorización ni permiso de la autoridad ambiental.  
 

DE LA SANCION 
 
Tal como lo señala el artículo primero de la Ley 1333 de 2009, la potestad sancionatoria 
en materia ambiental está en titularidad del Estado y la ejerce a través de las 
Corporaciones Autónomas Regionales, entre otras autoridades estatales. Así las cosas, 
corresponde a éste Despacho resolver dentro del presente asunto, estableciendo como 
sanción principal, el DECOMISO DEFINITIVO DE ESPECIMENES, tal como lo establece 
la Ley 1333 de 2009, así: 

“Artículo  40. Sanciones. Las sanciones señaladas en este artículo se impondrán como 
principales o accesorias al responsable de la infracción ambiental. El Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las Corporaciones Autónomas Regionales, las 
de Desarrollo Sostenible, las Unidades Ambientales de los grandes centros urbanos a los 
que se refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 1993, los establecimientos públicos que trata 
el artículo 13 de la Ley 768 de 2002 y la Unidad Administrativa Especial del Sistema de 
Parques Nacionales Naturales, impondrán al infractor de las normas ambientales, de 
acuerdo con la gravedad de la infracción mediante resolución motivada, alguna o algunas 
de las siguientes sanciones:  

1. Multas diarias hasta por cinco mil (5.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes.  
2. Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio.  
3. Revocatoria o caducidad de licencia ambiental, autorización, concesión, permiso o 
registro.  
4. Demolición de obra a costa del infractor.  
5. Decomiso definitivo de especímenes, especies silvestres exóticas, productos y 
subproductos, elementos, medios o implementos utilizados para cometer la infracción.  
6. Restitución de especímenes de especies de fauna y flora silvestres.  
7. Trabajo comunitario según condiciones establecidas por la autoridad ambiental.  

Parágrafo 1°. La imposición de las sanciones aquí señaladas no exime al infractor de 
ejecutar las obras o acciones ordenadas por la autoridad ambiental competente, ni de 
restaurar el medio ambiente, los recursos naturales o el paisaje afectados. Estas 
sanciones se aplicarán sin perjuicio de las acciones civiles, penales y disciplinarias a que 
hubiere lugar.” 

“Artículo 43. Multa. Consiste en el pago de una suma de dinero que la autoridad 
ambiental impone a quien con su acción u omisión infringe las normas ambientales.”  
 
“Artículo 47. DECOMISO DEFINITIVO DE PRODUCTOS, ELEMENTOS, MEDIOS O 
IMPLEMENTOS UTILIZADOS PARA COMETER LA INFRACCIÓN: consistente en la 
aprehensión material y definitiva de los productos, elementos, medios e implementos 
utilizados para infringir las normas ambientales. 
 
Una vez decretado el decomiso definitivo, la autoridad ambiental podrá disponer de los 
bienes para el uso de la entidad o entregarlos a entidades públicas para facilitar el 
cumplimiento de sus funciones, a través de convenios Interinstitucionales que permitan 
verificar la utilización correcta.” 
 
Ahora, el Decreto 3678 de 2010 por el cual se establecen los criterios para la imposición 
de las sanciones consagradas en el artículo 40 de la Ley 1333 de 2009 se extrae lo 
dispuesto por el Artículo octavo que dice: 
 
“Artículo 8°. Decomiso definitivo de especímenes de especies silvestres, exóticas, 
productos y subproductos de la fauna y la flora, elementos, medios o implementos 
utilizados para cometer infracciones ambientales. El decomiso definitivo de 
especímenes de especies silvestres, exóticas, productos y subproductos de la fauna y la 
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flora, elementos, medios o implementos utilizados para cometer infracciones ambientales, 
se impondrá como sanción por parte de las autoridades ambientales, de acuerdo con los 
siguientes criterios:  
  
a) Los especímenes se hayan obtenido, se estén movilizando, o transformando y/o 
comercializando sin las autorizaciones ambientales requeridas por la ley o los 
reglamentos;  (subrayado fuera del texto)  
b) Para prevenir y/o corregir una afectación al medio ambiente;   
c) Para corregir un perjuicio sobre los especímenes.  
  
Serán también objeto de decomiso definitivo los productos, elementos, medios o 
implementos, tales como trampas, armas o jaulas, utilizados para la caza y captura de 
fauna o aquellos empleados para la realización del aprovechamiento forestal ilegal.  
  
El decomiso definitivo de productos, elementos, medios o implementos utilizados para 
cometer otras infracciones ambientales procederá cuando quiera que se encuentre por la 
autoridad ambiental que los mismos, han sido utilizados para la realización de actividades 
ilegales. 
  
La autoridad ambiental que decreta el decomiso podrá disponer los bienes decomisados 
en algunas de las alternativas de disposición final contempladas en los artículos 52 y 53 
de la Ley 1333 de 2009 o podrá disponer los bienes para el uso de la misma entidad o 
entregarlos a entidades públicas que los requieran para facilitar el cumplimiento de sus 
funciones, a través de convenios interinstitucionales que permitan verificar la utilización 
correcta.” 
 
Por las razones expuestas, la sanción será el decomiso definitivo de los productos 
forestales incautados. 
 
En mérito de lo expuesto, éste Despacho, 
  

RESUELVE 
 
 
ARTICULO PRIMERO. Declarar Responsable al señor APOLINAR AGREDA 
MAVISOY, identificado con la cédula de ciudadanía No. 5.350.475 expedida en Sibundoy, 
de los cargos formulados mediante Auto No. 172 del 10 de abril de 2014.  
 
ARTICULO SEGUNDO. Exonerar de toda responsabilidad a la Señora LIDA MIREYA 
ARCINIEGAS SOSSA, representada por medio de su apoderado, el doctor LUIS 
EDUARDO MUÑOZ PARRA, conforme con el poder debidamente otorgado ante la 
Notaría Primera de Pasto y reconocido dentro del presente asunto mediante Auto No. 512 
del 27 de noviembre de 2014. 
 
ARTICULO TERCERO. Imponer al señor APOLINAR AGREDA MAVISOY, identificado 
con la cédula de ciudadanía No. 5.350.475 expedida en Sibundoy, la Sanción consistente 
en el DECOMISO DEFINITIVO de CIENTO CINCUENTA (150) GUADUAS, productos 
forestales incautados el día 5 de octubre de 2010, según acta suscrita en la misma fecha, 
y cuya aprehensión se legalizó mediante auto de trámite No. 355 del 8 de octubre de 
2010, de conformidad con la parte motiva de la presente. 
 
ARTICULO CUARTO. Disponer los bienes decomisados en algunas de las alternativas de 
disposición final contempladas en los artículos 52 y 53 de la Ley 1333 de 2009 o podrá 
disponer los bienes para el uso de la misma entidad o entregarlos a entidades públicas 
que los requieran para facilitar el cumplimiento de sus funciones, a través de convenios 
interinstitucionales que permitan verificar la utilización correcta. 
 
ARTICULO QUINTO. Contra la presente decisión proceden los Recursos de Reposición y 
en subsidio el de Apelación los cuales deberán interponerse ante la Jefe de la Oficina 
Jurídica y la Directora General de CORPONARIÑO respectivamente dentro de los DIEZ 
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(10) días hábiles siguientes a su notificación, de conformidad con el artículo 76 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
ARTICULO SEXTO. Notifíquese en debida forma a los señores APOLINAR AGREDA 
MAVISOY y a la señora LIDA MIREYA ARCINIEGAS SOSSA y Publíquese de 
conformidad con lo establecido en la Ley 1333 de 2009, la Ley 99 de 1993 y el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 

 
NOTIFIQUESE, COMUNIQUESE Y CUMPLASE 

 
Dada en San Juan de Pasto,     11de febrero de 2015 
                  
 

 
(Original con firma) 

TERESA ENRIQUEZ ROSERO 
Jefe Oficina Jurídica 

 
 
Aprobó: Dra. Ana Rocío Suárez Guzmán 
 Profesional Universitaria 
 
 
Proyectó: Martha Lucía Narváez E. 


